Comisión de Salud Pública Versión Taquigráfica N* 2181 de 
y Asistencia Social 2003 
S/C 


FEDERACIÓN URUGUAYA DE COOPERATIVAS DE VIVIENDA 
POR AYUDA MUTUA 


Aportes al BPS de la Policlínica Nuevo Amanecer 
ver exposición 


MÉDICOS DE LA ASOCIACIÓN CRISTIANA DE JÓVENES 


Situación Laboral 
ver exposición 


FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO DE CARDIOLOGÍA 
INFANTIL 


Denuncia de infección por VIH en el ICI 
ver exposición 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 22 de octubre de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gustavo Amen Vaghetti (ad hoc) 


MIEMBROS: Señores Representantes Raúl Argenzio, Daniel Bianchi, Orlando Gil Solares, Ramón 
Legnani y Wilmer Trivel. 


INVITADOS: Por la Federación Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua, señores José 
Porley, Secretario General; Carlos Cabello, Presidente del Complejo Zona 3; Ruben de 
Armas, Integrante de COVINF 5; Walter Stanley, integrante de MACOVI 4; Luis Aloy, 
Prosecretario de COVIPSA; Daniel Cruz y Alejandro Medero, integrantes de COVIPSA; y 
escribana Gloria Noble, asesora. 


Por los médicos de la Asociación Cristiana de Jóvenes, doctores Carlos Montejo, Gretel 
Olivera, Lilián Cuadro , Ana López y Maricel Noya y en representación del Sindicato 
Médico, doctor Ignacio Lezama y escribano Julio Lorente. 


Por los Funcionarios del Instituto de Cardiología Infantil, doctores Jorge Speyer, Carlos 
Oromi y María Ceruti. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amén Vaghetti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a una delegación de la Federación 
Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua -FUCVAM-, integrada por la escribana Gloria 
Noble y los señores Carlos Cabello, José Porley, Ruben de Armas, Walter Stanley, Luis Aloy, Daniel Cruz y 
Alejandro Medero. 


SEÑOR PORLEY-.- Soy integrante de la Dirección Nacional de FUCVAM. 


En primer lugar, agradecemos que escuchen esta petición. 


Los señores Diputados Gil y Gallo Imperiale -quien no se encuentra presente- fueron de visita a una de las 
policlínicas instaladas en nuestras cooperativas a fin de conocer una situación que en el futuro se podría 
convertir en un inconveniente, como está sucediendo ahora, con respecto al personal que allí realiza tareas, 
ya sea administrativos, enfermeros o médicos. Pasó un lapso de tiempo e hicimos un relevamiento de 
nuestras policlínicas en todo el país, que vamos a entregar. Al día de hoy, se nos ha suscitado un hecho muy 
importante -que el señor Diputado Gil puede ayudar a interpretar- que tiene que ver la forma en que nuestras 
policlínicas llevan adelante esta tarea, con recursos propios de los cooperativistas y teniendo en cuenta que la 
asistencia no es solo para el complejo habitacional sino abierta al barrio a la que concurren muchos usuarios 
diariamente. 


Puntualmente, hemos recibido denuncias por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y hemos 
solucionado este tema; pero queda el otro asunto con BPS que refiere a los aportes patronales. En definitiva, 
intentamos buscar un mecanismo para esta situación muy especial de las policlínicas para funcionar hacia el 
futuro y no mantener esta "ilegalidad" -entre comillas. De ninguna manera, queremos perjudicar a quienes 
allí realizan tareas porque no solo son trabajadores sino algunos cooperativistas, que a través de los años se 
verían perjudicados si no hacen los aportes al BPS. 


También hemos estado en otros ámbitos haciendo esta denuncia. Nuestra intención es, entre todos, sacar 
adelante esta situación para seguir brindando una asistencia totalmente solidaria no sólo a los cooperativistas 
sino a la población en general. Sería el caos si tuviéramos que cerrar. Hoy, FUCVAM tiene 26 policlínicas en 
todo el país. Una de ellas ya sufre esta situación, pero las demás pueden pasar por lo mismo. 


SEÑOR GIL.- Indudablemente, el problema que plantea FUCVAM es real y, de alguna manera, hay 
que solucionarlo políticamente. Estas personas empezaron a trabajar con la condición de trabajo 
solidario; es decir que esto es así desde el principio. No se toma de sorpresa ni se violenta a nadie. El 
problema es que siempre existe alguien que estimula a estas personas a que reclamen un derecho que, 
en realidad, no es derecho porque se convino el trabajo de esa forma desde el primer día. 


Eso es lo que entendemos por trabajo solidario: es una colaboración mutua entre la institución y la persona. 
¿Acaso el Gobierno no tiene trabajadores a los cuales no les hace los aportes correspondientes? Sí, soy 
testigo fiel porque yo soy uno de ellos. Cuando yo trabajé en el hospital, durante treinta años hice guardias 
gratuitas a Salud Pública y no se me ocurrió ir y decir al Ministerio: "Usted me debe tanto; me tiene que dar 
tal aporte; me tiene que hacer esto, aquello o lo otro". Quiere decir que este problema lo entendemos a la 
perfección. 


No echamos la más mínima responsabilidad a ninguna de las cooperativas de FUCVAM. Esto es un derecho 
auténtico del trabajo solidario que ¡ojalá exista mucho en nuestro país! 


Este es el meollo de este problema y, seguramente, la única vía es legislar, hacer que ese sea un trabajo real y 
auténtico. Si la institución que hace el convenio con este tipo de personas no está en condiciones de pagar, 


¡muy bien!, si hay que pagar, si la ley así lo decide, que lo haga el Estado y no la institución, en este caso, 
FUCVAM. 


Esto es lo que opinamos porque entendemos exactamente cómo es la situación. 


SEÑOR CRUZ.- Reafirmando lo que se mencionó anteriormente, quiero decir que tan es así la 
situación que el comienzo de estas policlínicas se hizo en base a donaciones de parte de algunas 
embajadas, del Banco de Seguros del Estado y ante el Ministerio de Salud Pública. Como bien decía el 
señor Diputado Gil Solares, no hay nada sorpresivo en esto. 


Sí a ello sumamos que la Policlínica Mesa 1 -que es la que está en dificultades con el Banco de Previsión 
Social- se mantiene con el dinero que aportan los cooperativistas -cada uno de los 420 integrantes del 
complejo habitacional aporta $ 60 mensuales para la sustentación del local-, nos vemos ante una situación 
bastante atípica. Estamos pidiendo ayuda al socio de una cooperativa de sociedad mutua de una zona de 
Montevideo carente de recursos, que tiene un altísimo porcentaje de personas jubiladas y desempleadas, pero 
el Banco de Previsión Social nos compara y nos quiere poner a la altura de una especie de mutualista, 
cayéndonos con una friolera de deuda de $ 2:400.000 por diez años de mora. Eso nos deja bastante 
sorprendidos; es una situación que hasta se podría tildar de ridícula, porque estamos diciendo que la hicimos 
con el esfuerzo y con la colaboración de algunos entes del Estado, de los propios socios, de los 
cooperativistas y de personas voluntarias -está todo documentado- y que, además, se solventa mensualmente 
con dinero de los cooperativistas, con un esfuerzo tremendo, pero el Banco de Previsión Social hace un 
juicio, a mi modo de ver, apresurado ante la demanda de esta persona y nos pone a la altura de una especie de 
mutualista, diciendo que evadimos impuestos por siete años, que es la cantidad de años que reclama esta 
persona, y nos sale con $ 2:400.000 de deuda. 


Nos parece que es muy claro que no somos una mutualista; tenemos claro que somos una policlínica 
cumpliendo funciones estrictamente en el área social, obra que debería llevar adelante el Estado, pero que 
cumplimos nosotros con mucho gusto. Inclusive, excedemos los límites del barrio cooperativo, ya que 
asistimos a 500 familias fuera del barrio. El hecho de que nos pase esto, al margen de lo legal y político, 
desde el punto de vista moral es inaudito. La población de este complejo quedó muy afectada con este tema. 


No tenemos un marco jurídico. Pensamos que en torno a este tema se debe dar una solución política, porque 
no podemos bajar los brazos y dejar que esto se cierre. No podremos pagar esa cifra jamás en la vida; es 
impensable pagar esa suma. 


Aspiramos a quedar comprendidos dentro de esa legislación. Seguramente, quedaremos incorporados con las 
otras 26 cooperativas que tienen policlínicas, y estamos hablando de que aproximadamente 40.000 personas 
se asisten en este sistema, que son reales, recurren a él, pero no tiene marco ni definición jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Concurrieron a la Comisión de Seguridad Social? 
SEÑOR CRUZ.- No; estuvimos en la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑOR PORLEY.- Pedimos una audiencia en la Comisión de Salud Pública del Senado y hemos 
estado hablando con algunos Directores del Banco de Previsión Social. Inclusive, dejaremos en la 
Comisión una pequeña carpeta explicativa. 


Por otra parte, existe una ley que, según nuestra interpretación, creo que estamos exonerados de los aportes 
patronales. Mencioné esta ley a uno de los Directores, el señor Delgado Sicco, pero él insiste en que está 
sacando sus cuentas y que quiere afinar el lápiz. Estuvimos con FUCVAM y concluimos que acá hay otro 
contexto; no se trata de sacar cuentas y afinar el lápiz. Esto tiene otra trascendencia para la población y el 
Gobierno; inclusive, estamos cumpliendo tareas que corresponden a otras áreas del Poder Ejecutivo, pero se 
nos ignora y se nos quiere comparar con una mutualista. Nosotros no somos eso; se trata del esfuerzo de la 
propia gente y de los trabajadores que vuelcan a otros trabajadores. Entonces, no se nos puede contemplar 
solo con sacar cuentas y afinar el lápiz. El artículo 134 de la Ley N* 12.802 es muy claro, y estaríamos 
comprendidos allí. Si bien no se trata de una policlínica exactamente, hay antecedentes de que en otro 


complejo hay una guardería -no se hace asistencia médica, pero se cumplen otras tareas de asistencia y de 
cuidado- que está exonerada por el Banco de Previsión Social. 


Lógicamente, queda el aspecto del aporte personal. En ese sentido, adhiero a lo que manifestó el señor 
Diputado Gil Solares. Aquí todo el mundo tenía conocimiento de qué tarea realizaba de antemano. Todo esto 
fue creciendo y se creó cierto volumen; quizás en su momento no se pensó que fuera a crecer tanto con el 
paso de los años y que se iba a instalar una especie de fuente de trabajo. Inclusive, muchas de las personas 
que allí cumplen tareas son cooperativistas -si no de ese complejo, lo son de otro-, de FUCVAM, pero hoy 
inician ese reclamo. Nosotros entendemos es situación como trabajadores, pero también hay que entender 
esta situación. 


Si hoy quisieran cobrar a rajatabla la multa que se aplicó, realmente implicaría bajar la cortina. 


SEÑOR GIL SOLARES.- Creo que esto del Banco de Previsión Social casi ni habría que tenerlo en 
cuenta, porque es absolutamente inaplicable, como un cuento de hadas o algo por el estilo. 


Hay otro ejemplo que se dio en nuestro país recientemente, que es el aporte teórico que se hace a los 
magistrados y a los defensores de oficio, a quienes se les permite la jubilación sin haber hecho aportes. Esta 
es una cuestión en que, en pequeños grupos donde la función queda bien explicada y justificada, es 
responsabilidad del Estado solucionar el problema definitivamente. 


SEÑOR LEGNANI.- Quiero saber si ha habido alguna respuesta a la nota elevada por la Comisión de 
Salud del Senado y cuál fue la actitud de la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑORA NOBLE.- Con respecto a la nota que se elevó al Banco de Previsión Social por parte de la 
Comisión de Salud Pública del Senado, no hemos obtenido ninguna respuesta concreta. 


Con relación a la Comisión de Legislación del Trabajo, nos recibió hace aproximadamente diez días y se nos 
dijo que iban a estudiar todo lo que les dijimos y que luego nos elevarían el expediente completo de la 
reunión y sus conclusiones; no nos dijeron nada en concreto. 


Lo que buscamos al venir a esta y a otras Comisiones y al hablar con los Directores del BPS es poner sobre la 
mesa la situación global, que si bien estalló en una policlínica, indefectiblemente afectará a las otras, porque 
los inspectores del BPS nos dijeron que esto abría una brecha -esas fueron sus palabras- para revisar 
situaciones de otras policlínicas. 


Se trata de que a 40.000 personas se les dejará de dar una asistencia digna -porque lo es-, por lo que nos 
preguntamos dónde se asistirán; seguramente en Salud Pública. Sabemos que mucha gente tiene cobertura en 
el sistema privado de salud, pero no puede pagar los "tiquet"; quienes tenemos salud privada somos 
conscientes de que debemos disponer de $ 2.000 o $ 3.000 para pagar "tiquet" de medicamentos, órdenes de 
especialistas, etcétera, y hay gente que gana $ 1.700 de jubilación, lo que se le hace imposible. Estamos 
hablando de gente mayor, que es la que más necesita los servicios de salud. 


Puedo hablar por la policlínica que funciona en Mesa 1, que es la que conozco. 


SEÑOR LEGNANI.- Todos más o menos tenemos clara la situación que vive el usuario de salud, pero 
lo que nos interesa en este caso -supongo que FUCVAM debe contar con asesoramiento legal- es saber 
si existe alguna legislación que los ampare, porque es muy diferente del caso en que una empresa o una 
mutualista ponga una policlínica. Como decía el doctor Gil, tradicionalmente en medicina se 
autorizaba a practicantes y médicos conocidos que participaran en ciertas actividades para que fueran 
haciendo experiencia. Sin embargo, muchas mutualistas no pudieron seguir permitiendo estas 
actividades porque aparecían muchos reclamos ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Fue 
así que se perdió este tipo de relacionamiento, que era amistoso, pero que establecían las empresas. 


En este caso, se trata de una situación especial, que se da en el ámbito cooperativo. Por lo tanto, pregunto si 
existe alguna legislación en la que se puedan amparar quienes participan de ciertos servicios, tomándose 


como base del aporte cooperativo, y los diferencie de las situaciones en las que las cooperativas contraten, 
donde sí se podría caer en la órbita de las inspecciones del BPS y ser exigidos como si fueran empresas. 


Se trata de dos situaciones diferentes y por eso me interesa conocer la opinión de los compañeros de la 
Comisión de Legislación del Trabajo porque si ustedes están reclamando una ley que llene un vacío legal lo 
urgente sería trabajar a ese respecto. 


SEÑORA NOBLE.- Ley específica no existe; las que podrían contemplar más esta situación serían la 
N* 12.802, que habla de San Vicente de Paul y de las exoneraciones a los gremios de los aportes 
patronales. 


Concurrimos a esta Comisión y a la de Legislación del Trabajo precisamente para lograr una ley que pueda 
amparar esta situación que no corresponde a la órbita de la salud privada ni de la pública. Nosotros vivimos 
esta situación, pero sabemos que hay otras instituciones que tienen el mismo problema como, por ejemplo, 

las guarderías. 


Esta situación estaría amparada en la Ley N* 12.802 -creo que en su artículo 69- y en otras que después se 
fueron modificando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la delegación de FUCVAM. 


La Comisión analizará el tema y les informará al respecto. 
(Se retiran de Sala los integrantes de la delegación de FUCVAM) 


(Ingresan a Sala médicos de la Asociación Cristiana de Jóvenes) 


——La comisión tiene el agrado de recibir a las doctoras de la Asociación Cristiana de Jóvenes Maricel 
Noya, Lilián Cuadro, Gretel Olivera, Ana López, al doctor de la misma institución Carlos Montejo, al 
doctor Ignacio Lezama, representante del Sindicato Médico del Uruguay, y al escribano Julio Lorente. 


SEÑOR MONTEJO.- En la Asociación Cristiana de Jóvenes existió un servicio médico que hacía los 
exámenes preparticipativos a los socios y cubrían las necesidades si surgía algún episodio que pudiera 
afectar la salud. 


El grupo de médicos de la Asociación Cristiana de Jóvenes llevaba mucho tiempo trabajando en la 
institución; el más joven de los suplentes hacía por lo menos cinco años que estaba vinculado a la institución 
y algunos titulares, como en mi caso, diecisiete años. 


Por razones que no conocemos muy bien -se han dado varias versiones, tales como reestructura, problemas 
económicos- se dicidió echarnos de la Asociación e intentaron tercerizar el servicio. 


Algunos de los médicos echados de la Asociación Cristiana de Jóvenes trabajábamos en la institución desde 
hacía más de quince años y nos habíamos vinculado afectivamente con los compañeros y con los socios. 
Participamos en muchas actividades que iban más allá de nuestra función, de carácter solidario como, por 
ejemplo, brigadas, cobertura de eventos, trabajos de investigación y presentación de proyectos. Elaboramos 
flujogramas y descripción de actividades de certificación de calidad, como así también trabajamos en la 
elaboración de un programa informático que archivara la historia clínica y el proceso administrativo. 


Fuimos muy críticos con nuestro trabajo. Así propusimos cambios de funcionamiento en el servicio que 
redundó en beneficios para el socio y, por supuesto, para la institución como, por ejemplo, la eliminación de 
horarios específicos para niños adultos o damas e implementación de electrocardiogramas y exámenes de 
glicemia y colesterolemia para mayores de treinta y cinco años. 


Defendimos a nuestros compañeros de las injusticias -por ejemplo, en la eliminación de la convocatoria de 
suplentes cuando los titulares pedíamos el día- y adherimos a los conflictos declarados por el gremio de 
funcionarios de la ACJ. Además, cuando en el último convenio firmado entre la patronal y los trabajadores no 


se aceptaba dar estabilidad laboral como contrapartida de los descuentos porque se incluía a los médicos, 
solicitamos expresamente ser excluídos de dicho convenio. Hace alrededor de un año, nuestra 
disconformidad y también la de algunos socios con el funcionamiento del servicio nos llevó a realizar críticas 
y a elaborar un proyecto -en contraposición de lo que pretendía el Director del servicio- para cambiar 
radicalmente nuestro sistema de funcionamiento. Propusimos pasar de una actividad meramente descriptiva a 
un sistema en el que se incluyera la prevención y la recuperación, manteniendo o disminuyendo los costos 
operativos sin aumentar los costos para el socio y, por supuesto, sin beneficios económicos para nosotros. 


Este proyecto, que reunía viejas aspiraciones del cuerpo médico y al que se le incluyeron ideas innovadoras, 
fue presentado a las autoridades y al Director del servicio en noviembre de 2002. Se nos prometió una 
respuesta en un lapso no mayor al mes y medio, pero se fue demorando y ante nuestra solicitud de respuesta 
en reiteradas oportunidades -diciembre, febrero y marzo-, se nos decía que el Directorio aún no lo había 
considerado. 


Por el mes de abril de 2003, mantuvimos una reunión con el Director General de la Asociación, el señor 
Miguel Blasco, quien nos informó que se había decidido la tercerización del servicio y que el proyecto había 
resultado interesante. Tan es así que se implementarían algunas de las ideas planteadas, pero generando un 
costo adicional al socio. Con relación a nuestra situación, nos comentó que seríamos despedidos y que alguno 
podría ser retomado en carácter de contratado para realizar tareas a destajo. 


Quiero recalcar que en esa ocasión se nos dijo que la reestructura no obedecía a razones económicas. 
En ese momento, solicitamos la intervención del Sindicato Médico del Uruguay. 


Antes de continuar, quiero aclarar que entre el Sindicato Médico y la Asociación Cristiana de Jóvenes existe 
una historia de buenas relaciones, desde un convenio de larga data con cuota rebajada para socios del SMU, 
hasta la organización y coparticipación en las Brigadas Solidarias Honduras -evento que, en su momento, fue 
declarado de interés nacional por el Gobierno- y en las brigadas que se hicieron en El Salvador, cuando se 
produjo el terremoto. En la primera instancia, el Sindicato Médico, además de usar sus vínculos con la 
Facultad de Medicina, el Ministerio de Salud Pública, la OPS y el Colegio Médico Hondureño para la 
preparación académica de los brigadistas, de conseguir medicamentos para llevar y de tramitar la declaración 
de interés nacional y la autorización para ejercer la medicina en el territorio hondureño, costeó el 533% de los 
pasajes -me incluyo como coordinador en esa actividad- y el porcentaje restante lo asumió la Federación 
Médica del Interior. 


Entonces, gracias a la intervención del SMU nos enteramos de que la resolución de tercerización y de nuestro 
despido había sido tomada en febrero de 2003. O sea que en las dos últimas reuniones que tuvimos ya estaba 
decidido nuestro despido y no nos había sido comunicado. Como fruto de esta primera negociación, se nos 
ofrece la posibilidad de elaborar un proyecto de tercerización que compita con los solicitados a tres empresas 
de emergencia prehospitalaria del medio, a lo que respondimos que pretendíamos defender nuestra fuente de 
trabajo y que no participariamos en competencia alguna. Creíamos que inicialmente la Asociación debía 
haber ofrecido la posibilidad de un cambio de relación laboral -si era esa su intención- a los que llevábamos 
mucho tiempo trabajando allí, con un compromiso real con la institución, como se puede probar a partir de 
los documentos que podemos aportar, si es necesario. 


Luego de nuevas reuniones de negociación, se nos plantea la posibilidad de presentar un proyecto de 
tercerización en exclusividad. Aparentemente, habíamos llegado a lo que pretendíamos. 


Iniciamos el estudio de factibilidad, y por ofrecimiento del Sindicato Médico para que pudiéramos preservar 
los lugares de trabajo, cumplir con lo solicitado por la ACJ y mejorar la propuesta, se podrían -quiero que 
quede bien claro el condicional que usamos acá- integrar Emergencias 1727 y el CASMU al proyecto. Fue un 
ofrecimiento que hicieron a los médicos para que pudiéramos elaborar un proyecto similar al que pretendía la 
Asociación para su servicio. 


En una de las instancias de negociación, el señor Miguel Blasco manifiesta la conveniencia de una reunión 
del Presidente del SMU con miembros del Consejo Directivo de la ACJ. En esa reunión, se menciona 
nuevamente, por parte de los miembros del Consejo Directivo de la ACJ, la competencia. Solicitadas las 
aclaraciones, sostienen que nunca se había mencionado lo de la exclusividad. En la reunión en la que se habló 


de la exclusividad, estuvieron presentes el doctor Lezama y el escribano Lorente, y se llevó a cabo en la 
oficina de este último. 


Este comportamiento errático de la patronal hace imposible continuar con el diálogo y lleva a la finalización 
de esta etapa de negociación. Estos episodios de "yo no dije" finalizan con la decisión de echar a los médicos 
titulares del servicio, sin motivos aparentes y en forma totalmente abusiva, con un comportamiento 
institucional que se contradice con una rica historia de respeto y solidaridad. 


Debemos aclarar que más allá del ingreso económico que para titulares y suplentes representan estos cargos, 
para algunos significa la posibilidad de la cobertura sanitaria a través de DISSE. Por lo menos cuatro de los 
nueve compañeros que quedamos sin trabajo tenían su cobertura sanitaria con DISSE a través del trabajo que 
tenían en la Asociación Cristiana. 


Por otro lado, la eliminación del servicio médico trae aparejada una distorsión del relacionamiento con los 
socios, que deben salir fuera de la institución a hacerse exámenes de aptitud física y también dejan de tener la 
posibilidad de consulta en el momento, como sucedía cuando funcionaba el servicio. Muchos socios que 
tenían su examen vencido, venían al servicio y, en el momento, si teníamos espacio, los podíamos ubicar para 
que se los hicieran nuevamente y pudieran realizar su actividad sin problemas. 


SEÑOR LEZAMA.- Ya he concurrido muchas veces a esta Comisión por otros lugares de trabajo. En 
la Comisión de Asuntos Sindicales, que integro, que se ocupa de la parte laboral privada, cada poco 
tiempo se ven nuevos casos de desaparición de fuentes de trabajo. La Asociación Cristiana de Jóvenes 
tendrá sus razones, y a pesar de que el servicio médico no era deficitario, resolvió tercerizarlo. Ese es el 
problema de fondo. 


Hay que aclarar que el Sindicato Médico, en todo momento, manifestó que avalaba la intención de los 
médicos de la Asociación Cristiana de defender su continuidad laboral. Inclusive, fuimos modificando 
terminología, y no nos aferramos solo a la titularidad de un cargo, sino a la continuidad y estabilidad laboral. 
En ese marco, fue que algunas cosas quedaron fijadas. Una de ellas fue que no aceptábamos que quien era 
médico titular hace muchos años pasara a tener que competir, cada dos años, con empresas privadas sacadas 
de la bolsa en el momento. Creemos que si la Asociación Cristiana de Jóvenes quería modificar el modo de 
desempeño del trabajo, debería haber llegado a acuerdos con sus médicos para no echarlos y para no poner a 
competir en la misma bandeja a personas con las que tiene responsabilidad por una tarea continuada con 
eventuales colaboradores. 


En cuanto al tema del CASMU y del 1727, cuando se plantean problemas con la fuente de trabajo, más de 
una vez han venido acusaciones en el sentido de que hay intereses secundarios del Sindicato Médico del 
Uruguay con sus organismos adscriptos. Quiero aclarar que yo no trabajo en el CASMU ni en el 1727, como 
ocurre con más de la mitad de los médicos. El asunto del CASMU y del 1727 surgió cuando, entre todas las 
posibilidades que había que plantearle a la Asociación Cristiana de Jóvenes para viabilizar el servicio, se 
exhortó a esas empresas a que hicieran alguna propuesta, y lo lógico fue que se ofreciera algún tipo de 
cobertura del CASMU y del 1727. 


Por otra parte, debo decir que me han mandado a hablar con un presbítero que integra la Comisión Asesora - 
concretamente, con el padre Eduardo Minelli-, quien me dijo que la Dirección de la ACJ le trasmitió que esto 
había fracasado; ellos pretendían trabajar en asociación con el CASMU, pero como eso no salió, dijeron que 
no habían tenido más remedio que hacer las expulsiones. Esto es todo lo contrario a la verdad: el CASMU 
apareció en escena ofreciendo una posible salida muchos meses después de que la Asociación Cristiana de 
Jóvenes decidió -y comunicó al Presidente anterior y al actual- que iban a expulsar a esos empleados. 


Entonces, por si se da el caso de que reciban a autoridades de la ACJ en este ámbito que vengan a decir que 
nosotros queremos jugarnos al CASMU, aclaramos que ni el Presidente del Sindicato Médico ni quien habla 
trabajamos en esa institución ni en el 1727. De manera que no podríamos estar jugándonos por organismos 
con los que no tenemos nada que ver. 


SEÑOR LORENTE.- Ratifico en todos sus términos lo expresado por el doctor Lezama y agrego lo 
siguiente. La incorporación de servicios del CASMU y del 1727 fue sugerida por el propio Director 
General de la ACJ, señor Blasco. 


Más importante que el tema de las empresas, es el problema del trabajo de nueve médicos ya que, teniendo 
en cuenta la situación de la salud -que los señores Diputados conocen perfectamente-, no se puede sostener 
más la pérdida de fuentes laborales. Hay médicos que dependían exclusivamente de este trabajo, por lo que 
están en una situación realmente crítica. 


En un momento hubo acuerdo con la Asociación Cristiana de Jóvenes para que los médicos elaboraran un 
proyecto con apoyo de los asesores -e inclusive con apoyo político- del SMU a fin de prestar un servicio 
inclusive mejor que el que se estaba brindando hasta ese momento en la ACJ. 


En algún momento se nos planteó que el problema era de índole económica. Más allá de que el servicio que 
ya existía no dejaba pérdidas a la Asociación Cristiana de Jóvenes, ya que se generaban ingresos superiores a 
los egresos, el nuevo proyecto le significaría mayores ingresos. Entonces, queremos descartar el aspecto 
económico. 


El Sindicato Médico y los médicos de la ACJ solicitaron una audiencia al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social que inició un proceso de mediación. Este proceso pasó a intermedio y se le pidió a la Asociación 
Cristiana de Jóvenes -en mérito a todos los elementos que allí fueron planteados, que son los que estamos 
exponiendo en este ámbito- que reconsiderara su decisión política de despedir a todos los médicos del 
servicio. En ese sentido, el SMU estaba dispuesto a elaborar un proyecto en condiciones adecuadas y 
económicamente viables para brindar un buen servicio médico en la ACJ. 


Concretamente, queremos solicitar a esta Comisión que realice gestiones ante la Asociación Cristiana de 
Jóvenes para que esa reconsideración permita abrir un nuevo espacio de negociación a fin de realizar un 
proyecto en los términos mencionados. 


SEÑOR GIL SOLARES.- Quisiera preguntar al doctor Montejo cuál es el salario que cobran los 
médicos de esta institución. 


SEÑOR MONTEJO.- Es variable de acuerdo con la carga horaria, pero estamos cobrando $ 56 por 
hora; a esto se le agrega el costo de las cargas sociales. Los horarios de los médicos varían entre seis y 
catorce horas semanales. Vamos a entendernos: los $ 2.000 o $ 3.000 que podamos ganar aquí nos sirve 
para paliar parte de lo que tenemos que desembolsar en nuestra casa, como por ejemplo, la luz, el 
teléfono o los gastos comunes. O sea que ese salario no es poco significativo para nosotros. 


SEÑOR LEGNANI.- Quisiera preguntar a nuestros invitados si han hecho alguna gestión ante la 
Comisión de Legislación del Trabajo. Parecería que el tema guarda más relación con ese ámbito que 
con la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social. 


SEÑOR MONTEJO.- Quizás por mi inexperiencia en estas lides, no se me ocurrió que debíamos 
recurrir a esa Comisión. Nos hemos manejado en un breve lapso, ya que tuvimos la primera instancia 
ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hace diez días. El día 2 de octubre me comunicaron 
mi despido y el de los demás compañeros, que se efectivizó el día 3; es decir que nos avisaron que al día 
siguiente no podíamos ir a trabajar. Entonces, nos movimos rápidamente para conseguir una audiencia 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero no se nos ocurrió la posibilidad de una instancia 
ante la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Hoy a la noche se reunirá la Comisión Directiva de la Asociación Cristiana de Jóvenes. De manera que si esta 
Comisión decide atender nuestro reclamo, hoy puede ser un día importante para comunicarse con la ACJ, ya 
que se estará resolviendo si se abre o no una nueva instancia que nos permita negociar reinsertarnos en la 
institución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con el señor Diputado Legnani en el sentido de que quizás el ámbito 
más competente sea el de la Comisión de Legislación del Trabajo. No obstante, entendemos la urgencia 
del planteo. 


SEÑOR LEGNANI.- Quizás podríamos facilitar a nuestros invitados una entrevista con alguno de los 
integrantes de la Comisión de Legislación del Trabajo en la tarde de hoy. 


SEÑOR LORENTE.- Sin perjuicio de lo que señala el señor Diputado Legnani -lo que agradecemos- 
cualquier gestión que la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social pudiera realizar en el día de hoy 
-aunque fuera verbal- sería de gran utilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A eso nos referíamos cuando decíamos que entendemos la premura del 
planteo. 


La Comisión decidirá cuál es el camino a seguir ante la problemática planteada. 
Agradecemos la presencia de nuestros invitados, con quienes nos mantendremos en contacto. 
(Se retira de Sala la delegación de médicos de la Asociación Cristiana de Jóvenes) 


(Ingresa a Sala una delegación de Médicos Funcionarios del Instituto de Cardiología Infantil) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a una delegación de Médicos 
Funcionarios del Instituto de Cardiología Infantil, integrada por la doctora María Ceruti y por los 
doctores Jorge Speyer y Carlos Oromi. 


SEÑOR SPEYER.- En primer lugar, queremos agradecerles que nos hayan recibido. 


Nosotros somos médicos funcionarios del Instituto; no tenemos cargos gerenciales ni administrativos. 
Desempeñamos tareas en el Instituto desde hace 15 años, que es el tiempo en que este lleva formado, aunque 
algunos desde hace más tiempo. 


Estamos acostumbrados a ver en la prensa algún fuego cruzado entre las autoridades de nuestro Instituto y las 
del Fondo Nacional de Recursos desde hace muchos años. Habitualmente, somos meros espectadores de este 
suceso, que en general está vinculado a los problemas debido a las autorizaciones de los nuevos 
procedimientos y técnicas que se van desarrollando en el Instituto. 


Sin embargo, con extrema preocupación, hemos visto en las últimas semanas el lanzamiento de una campaña 
sistemática, ininterrumpida y muy agresiva con la clara intención de desprestigiar al Instituto. Realmente, 
creemos que esa campaña no va dirigida en forma exclusiva a sus autoridades sino a quienes trabajamos en 
él. Se habla de malos resultados técnicos; se habla de que se paga por un servicio de primera para obtener 
uno de tercera; se habla de "mal manejo médico" -entre comillas-, de presiones sobre los familiares; en fin, 
un montón de cosas que entendemos que, de alguna manera, también nos implica a nosotros. Esa es la razón 
por la que venimos aquí a expresar nuestro sentimiento. 


El Instituto nació hace 15 años con una voluntad totalmente diferente a la que hoy promueve la Presidencia 
del Fondo Nacional de Recursos. El Instituto nació de la unión de los Centros que, en ese momento, hacían 
cirugía cardíaca infantil, con la finalidad de impulsar la especialidad y mejorar los resultados. Y realmente, 
creemos que eso se ha hecho. Técnicas quirúrgicas que, al principio, veíamos llegar con susto y 
preocupación, hoy las vemos pasar con mucha tranquilidad: nuevos procedimientos de cateterismos, cierres 
por dispositivos, angioplastias, valvuloplastias, incorporación de óxido nítrico en el área de posoperatorio, 
etcétera. El Instituto ha desarrollado un montón de técnicas que le han valido nada menos que tres Premios 
Nacionales de Medicina en los últimos años. Creemos que de la Academia Nacional de Medicina no 
podemos tener dudas de su idoneidad cuando premia el trabajo. Sin embargo, parecería que todo esto hoy no 
existe. 


También, en cierta manera, nos sentimos halagados que la Federación Médica del Interior, cuando inició sus 
contactos para promover un IMAE cardiológico, en primer lugar, trató de negociar con las autoridades de 
nuestro Instituto y, por razones que desconocemos, no llegaron a un acuerdo comercial. Primero intentaron 
negociar con nuestro Instituto y, como no lo lograron, tomaron gente; inclusive, alguna de la gente que está 
aquí fue invitada a participar; algunos fueron y otros no. 


Hasta allí sentimos el reconocimiento por la labor del Instituto. 


Pero en estos últimos días hemos visto que se dicen cosas que son verdades, pero dichas a medias, por lo que 
se convierten en grandes mentiras. Se habla, por ejemplo, de estadísticas. Un día dicen que la mortalidad es 
de un 15% y otro día dicen que es de un 25%. No sabemos qué se está tomando: un semestre, un año, un 
grupo de patologías. Todo eso es lanzado a la opinión pública en forma absolutamente intencional y, 
obviamente, quien lo escucha, dice: "¡Qué barbaridad! ¡Cómo mueren los niños en el Uruguay!" 


Las cifras de mortalidad por cirugía en los últimos cinco años son las siguientes: 11,5% en 1998; 9,42% en 
1999; 12,87% en 2000; 8,60% en 2001; 10,5% en 2002. Este año parecería que las cifras son menores, pero 
no es académico estar mencionando cifras a mitad de año. Además, no sabemos cómo va a cerrar el año en 
cuanto a la mortalidad. ¡Ojalá sea menor! Pero, de ninguna manera, podemos permitir que el doctor Bagnulo 
se arroje hacia sí mismo el éxito en la disminución de la mortalidad infantil por cardiopatías congénitas 
porque creemos que nuestro esfuerzo no es en vano. Estos resultados son perfectamente extrapolables a los 
de los Centros de Estados Unidos y Europa que manejan volúmenes de cirugías como los que tenemos 
nosotros, que en promedio es de 300 al año. Si vemos Centros que manejan cirugías de 500 o 1000 al año, los 
resultados son realmente mejores. Eso es así en congénitos, y esa es la razón por la que, hace unos años, se 
intentó no dispersar sino unir los resultados. 


Con más asombro vemos las cosas que se dicen sobre los transplantes. Es un orgullo del Instituto la gente que 
trabaja allí y los resultados que hemos tenido con los transplantes. De repente, escucho en la radio: "Hubo 
ocho transplantes y se murieron cuatro". Pero nosotros hicimos 43 transplantes. Y en eso sí que nuestros 
resultados son perfectamente extrapolables a los de los mejores Centros del mundo; no de los que hacen 100 
y 300 cirugías, sino 500 y 1000. Por lo tanto, estamos muy orgullosos de eso. Realmente, nos asombra que 
sea el doctor Bagnulo quien haga estas manifestaciones. Recordamos que hace algunos años él negaba 
asistencia a pacientes con insuficiencia cardíaca terminal. Un muchacho de 22 años internado en el CTI del 
Hospital Maciel debía ser ingresado a escondidas los fines de semana y dársele de alta el lunes bien 
temprano, antes de que él llegara porque, de lo contrario, ¡Dios mío! Por suerte primó el ingenio popular 
sobre las actitudes prepotentes, y este muchacho fue transplantado, vio nacer su hijo y también pudo procrear 
un segundo hijo. No sabemos en qué parte de las estadísticas quedó este chico. 


Luego está el lamentable tema de la adquisición del VIH por un niño que estuvo internado en el Instituto. 
Nos preocupa muchísimo. Sabemos que el niño ingresó VIH negativo y se positivizó. A los seis meses, ya 
estaba dado de alta, pero obviamente hubo un montón de actos médicos en el medio y algo pasó. Realmente, 
no sabemos si fue la sangre, si fue la albúmina, si fueron las inmunoglobulinas, si fue el tisiucoll. Ese niño 
compartió la sala con otro, que estuvo ocho horas y se hizo una ecografía. Nos cuesta creer que esa situación 
pueda haber sido la causante. La situación es realmente desgraciada para el paciente y nos ha compungido 
mucho durante mucho tiempo, porque todos tuvimos asistencia directa con este paciente. Pero dejar traslucir 
a la luz pública: "A mí me parece que hubo un niño internado junto con este que tenía HIV"... Al doctor 
Bagnulo no le parecía; él lo sabía y sabía que el niño había estado unas pocas horas. 


Por lo tanto, nos comprometió a nosotros y se comprometió al Servicio Nacional de Sangre. Nosotros vemos 
cuando vienen los hemoterapeutas los cuidados que tienen. Si tienen tantos cuidados para poner una 
transfusión de sangre, ¿cómo pueden no tener cuidado cuando se toma la sangre del paciente y se controla? 
No tenemos la más mínima duda sobre la forma en que se trabaja en el Banco Nacional de Sangre y en el 
Servicio Nacional de Sangre. Sin embargo, todo eso ha sido puesto en duda. Los mecanismos de contralor del 
Ministerio de Salud Pública también han sido puestos en duda por lo que nosotros creemos una declaración 
absolutamente tendenciosa, cuya única finalidad era, en el momento y en el lugar adecuados, destruir la 
imagen del Instituto. 


También se ha hablado de presiones sobre los familiares y otra cantidad de cosas en las que no queremos 
entrar. Podríamos dar ejemplos. Hace poco han salido en la prensa algunos comentarios sobre implicancias 
de otros funcionarios del Fondo Nacional de Recursos, pero no queremos venir acá a enchastrar más la 
cancha, a hablar de qué pueden estar haciendo los médicos de otros grupos mejor o peor de lo que estamos 
haciendo nosotros. Queremos señalar aquí que deseamos trabajar en Uruguay. El Instituto ha hecho una labor 
importante; nosotros nos sentimos responsables de ella. En este momento, nos sentimos muy dolidos por lo 
que se está haciendo con el Instituto. 


Creemos que quienes son los actores políticos deben ser llamados a responsabilidad. Ya que son nuestros 
delegados, nos presentamos ante ustedes a pedir que pongan coto a esta situación y que llamen a 


responsabilidad política a los actores que la deben tener, que no somos nosotros. Nosotros no tenemos que 
estar aquí; no tenemos lugar aquí. Esto realmente nos incomoda, no es algo para lo cual nos preparamos. 
Queremos trabajar tranquilos en nuestro lugar, pero no podemos, porque permanentemente a través de la 
radio o de la televisión estamos siendo insultados y tenemos que dar explicaciones a los padres de los 
pacientes y a nuestros hijos. Creemos que eso no corresponde. 


Queremos que se apunte a crecer y que se termine con las actitudes destructivas que no hacen bien al país, a 
la salud ni al cuerpo médico en general. Y alguien tiene que poner coto a esta situación. 


SEÑOR LEGNANI.- Como hemos aclarado en el día de hoy, consideramos que es un tema muy 
complejo, que no merecía ser comprimido en un breve espacio de tiempo como nos vemos obligados a 
hacerlo. 


No estamos de acuerdo con que no esté bien que estén aquí; por el contrario. Si bien es lamentable que el 
tratamiento público del tema genere inseguridad en la población, lo que la población aspira desde los ámbitos 
de la asistencia y de la salud es el sentimiento de seguridad. Eso es lo que en este momento se ha puesto en 
entredicho: el tema de los controles y de cómo se ha manejado esta situación realmente. De manera que 
creemos que es muy importante todo lo que puedan aportar ustedes y los distintos ámbitos, porque aspiramos 
a una vigencia permanente de estado de alerta en todo lo que sea controles, en el bien entendido de que esos 
controles deben estar para dar un sentimiento de seguridad a la población y no para manifestar lo que se 
piensa -no digo en un sentido u otro-, ya que no es el lugar apropiado para manifestar las dudas que se 
puedan tener. 


Creemos que este tema es responsabilidad de la Comisión seguirlo tratando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que por razones de tiempo -a las 15 horas tenemos una 
Asamblea General- no podemos seguir sesionando, pero es un tema que preocupa a toda la sociedad y, 
obviamente, a esta Comisión, y creo que este es el ámbito para plantear este tipo de cosas -coincidimos 
con el señor Diputado Legnani-, propongo que, más allá del tiempo que nos queda para sesionar y de 
alguna pregunta puntual que se pueda hacer, los agendemos para la próxima reunión, que puede ser el 
miércoles 4 de noviembre, para hablar de estos temas con mayor profundidad y extensión horaria. 


Tengo muchas reflexiones para hacer sobre este tema y preguntas y dudas para formular, así como también 
expresar alguna sorpresa de por qué se pasó tanto tiempo sin saber sobre este caso y luego en una sesión del 
Senado tomó estado público; todos tenemos nuestras dudas al respecto. 


Si la delegación está de acuerdo, los agendaríamos para la próxima reunión y hoy sesionaríamos diez 
minutos, porque por Reglamento no podemos sesionar más allá de las 15 horas. 


SEÑOR ARGENZIO.- El doctor que hizo la exposición no se debería sentir incómodo. Dijo que no 
tendría que estar aquí, pero aquí recibimos a toda la gente que quiere ser recibida, y nosotros los 
escuchamos con mucho gusto. 


También quiero decir que este tema nos ha preocupado muchísimo, y mucho a quien habla. El Parlamento y 
esta Comisión no han salido a la prensa a generar escándalo público o a traer sentimientos de desasosiego a la 
sociedad; todo lo contrario. No fue en este recinto que surgió el tema de la prensa. 


De todas maneras, por ser un tema muy importante y que nos preocupa mucho, estamos esperando cuál será 
el resultado de la investigación que está llevando adelante el Ministerio de Salud Pública. Estamos 
expectantes de ello. Sé que están trabajando con dedicación y mucha responsabilidad y que es un tema muy 
difícil y complicado. 


Trato de ponerme en el lugar de ustedes. Obviamente, el Instituto en el cual están trabajando está un poco en 
la palestra pública. De todas maneras, no es de recibo para mí que me vengan a pedir sentido de 
responsabilidad, porque lo hemos tenido desde el primer momento. Esta Comisión recibió al señor Ministro 
de Salud Pública, al Fondo Nacional de Recursos, hoy los está recibiendo a ustedes y va a recibir a quien 
quiera o entienda que debe ser recibido. Nosotros no nos vamos a quedar impávidos ante esta situación; 


vamos a esperar que el Ministerio de Salud Pública termine su investigación. Alguien tendrá la 
responsabilidad de lo que ha sucedido. Yo no estoy para cortar la cabeza a nadie; por el contrario, estoy para 
evitar que esto vuelva a suceder. Como dijo el señor Presidente, me llama mucho la atención todo lo que 
pasó. Había cinco institutos responsables -el Servicio Nacional de Sangre, el ICI, el laboratorio que hizo el 
análisis, etcétera; el otro día los contamos y llegamos a la conclusión de que eran cinco institutos- y todos se 
pasaban la pelota para ver quién era el que debió haber hecho la denuncia al laboratorio central del Ministerio 
de Salud Pública o al Programa Nacional de SIDA. 


Como dijo el señor Presidente, hay mucho para seguir hablando; lo haremos en otra oportunidad. 


SEÑOR SPEYER.- Tal vez me haya malinterpretado el señor Diputado Argenzio. Nosotros de ninguna 
manera estamos llamando la atención a la Comisión de Salud Pública, sino al Presidente del Fondo 
Nacional de Recursos, que es quien ha salido a la prensa a generar lo que entendemos que es un 
escándalo público. Asimismo, pedimos a ustedes, que son actores políticos, que intervengan para 
llamar a responsabilidad a quien corresponde, que creemos que es el doctor Bagnulo, y no a ustedes, 
que creemos que han actuado correctamente. Lo mismo podemos decir de las autoridades del 
Ministerio de Salud Pública; no podemos decir nada hasta el momento porque sus declaraciones han 
sido siempre medidas y correctas. 


Además, queremos aclarar que el tema del HIV no fue traído aquí por casualidad, sino que fue traído en el 
momento adecuado y oportuno para generar una cortina de humo sobre otros problemas que son más 
grandes. No es la única acusación que pesa sobre el Instituto, sino una más dejada al pasar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentamos tener que levantar la sesión. De todas maneras, seguiremos 
conversando el 4 de noviembre. 


Agradecemos la visita de los representantes del ICI. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


